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Recomendación general Nº 21 

La igualdad en el matrimonio y en las relaciones familiares 

1. La Convención sobre la eliminación de todas las formas de discriminación contra la 

mujer (resolución 34/180 de la Asamblea General, anexo) afirma la igualdad de derechos del 

hombre y la mujer en la sociedad y la familia.  La Convención ocupa un lugar importante entre 

los tratados internacionales relacionados con los derechos humanos. 

2. Otras convenciones y declaraciones también dan gran importancia a la familia y a la 

situación de la mujer en el seno de la familia.  Entre ellas se cuentan la Declaración Universal de 

Derechos Humanos (resolución 217 A (III) de la Asamblea General), el Pacto Internacional de 

Derechos Civiles y Políticos (resolución 2200 A (XXI), anexo), la Convención sobre la 

Nacionalidad de la Mujer Casada (resolución 1040 (XI), anexo), la Convención sobre el 

consentimiento para el matrimonio, la edad mínima para contraer matrimonio y el registro de los 

matrimonios (resolución 1763 A (XVII), anexo) y la subsiguiente recomendación al respecto 

(resolución 2018 (XX)), y las Estrategias de Nairobi orientadas hacia el futuro para el adelanto 

de la mujer. 

3. La Convención sobre la eliminación de todas las formas de discriminación contra la 

mujer recuerda los derechos inalienables de la mujer que ya están consagrados en las 

convenciones y declaraciones mencionadas, pero va aún más lejos al reconocer que la cultura y 

las tradiciones pueden tener importancia en el comportamiento y la mentalidad de los hombres y 

las mujeres y que cumplen un papel significativo en la limitación del ejercicio de los derechos 

fundamentales de la mujer. 

Antecedentes 

4. En su resolución 44/82, la Asamblea General ha designado 1994 Año Internacional de la 

Familia.  El Comité desea aprovechar la oportunidad para subrayar la importancia del ejercicio 

de los derechos fundamentales de la mujer en el seno de la familia como una de las medidas de 

apoyo y fomento de las celebraciones que tendrán lugar en los distintos países. 

5. Habiendo optado por esta forma de celebrar el Año Internacional de la Familia, el Comité 

desea analizar tres artículos en la Convención que revisten especial importancia para la situación 

de la mujer en la familia: 

Artículo 9 

1. Los Estados Partes otorgarán a las mujeres iguales derechos que a los hombres 

para adquirir, cambiar o conservar su nacionalidad.  Garantizarán, en particular, que ni el 
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matrimonio con un extranjero ni el cambio de nacionalidad del marido durante el 

matrimonio cambien automáticamente la nacionalidad de la esposa, la conviertan en 

apátrida o la obliguen a adoptar la nacionalidad del cónyuge. 

2. Los Estados Partes concederán a la mujer los mismos derechos que al hombre con 

respecto a la nacionalidad de sus hijos. 

Comentario 

6. La nacionalidad es esencial para la plena participación en la sociedad.  En general, los 

Estados confieren la nacionalidad a quien nace en el país.  La nacionalidad también puede 

adquirirse por el hecho de residir en un país o por razones humanitarias, como en el caso de la 

apatridia.  Una mujer que no posea la ciudadanía carece de derecho de voto, no puede ocupar 

cargos públicos y puede verse privada de prestaciones sociales y del derecho a elegir su 

residencia.  Una mujer adulta debería ser capaz de cambiar su nacionalidad y no debería 

privársele arbitrariamente de ella como consecuencia del matrimonio o la disolución de éste o 

del cambio de nacionalidad del marido o del padre. 

Artículo 15 

1. Los Estados Partes reconocerán la igualdad de la mujer con el hombre ante la ley. 

2. Los Estados Partes reconocerán a la mujer, en materias civiles, una capacidad 

jurídica idéntica a la del hombre y las mismas oportunidades de ejercerla.  En particular, le 

reconocerán la igualdad de derechos para firmar contratos y administrar bienes y la tratarán 

en pie de igualdad en todas las etapas de las actuaciones en cortes de justicia y tribunales. 

3. Los Estados Partes convienen en que todo contrato o cualquier otro instrumento 

privado con efecto jurídico que tienda a limitar la capacidad jurídica de la mujer se 

considerará nulo. 

4. Los Estados Partes reconocerán al hombre y a la mujer los mismos derechos con 

respecto a la legislación relativa al derecho de las personas a circular libremente y a la 

libertad para elegir su residencia y domicilio. 

Comentario 

7. Cuando la mujer no puede celebrar un contrato en absoluto, ni pedir créditos, o sólo 

puede hacerlo con el consentimiento o el aval del marido o un pariente varón, se le niega su 

autonomía jurídica.  Toda restricción de este género le impide poseer bienes como propietaria 

exclusiva y le imposibilita la administración legal de sus propios negocios o la celebración de 

cualquier otro tipo de contrato.  Las restricciones de esta índole limitan seriamente su capacidad 

de proveer a sus necesidades o las de sus familiares a cargo. 

8. En algunos países, el derecho de la mujer a litigar está limitado por la ley o por su acceso 

al asesoramiento jurídico y su capacidad de obtener una reparación en los tribunales.  En otros 

países, se respeta o da menos importancia a las mujeres en calidad de testigos o las pruebas que 

presenten que a los varones.  Tales leyes o costumbres coartan efectivamente el derecho de la 

mujer a tratar de obtener o conservar una parte igual del patrimonio y menoscaban su posición de 



miembro independiente, responsable y valioso de la colectividad a que pertenece.  Cuando los 

países limitan la capacidad jurídica de una mujer mediante sus leyes, o permiten que los 

individuos o las instituciones hagan otro tanto, le están negando su derecho a la igualdad con el 

hombre y limitan su capacidad de proveer a sus necesidades y las de sus familiares a cargo. 

9. El domicilio es un concepto en los países de common law que se refiere al país en que 

una persona se propone residir y a cuya jurisdicción se someterá.  El  domicilio originalmente es 

adquirido por un niño por medio de sus padres, pero en la vida adulta es el país en que reside 

normalmente una persona y en que se propone vivir permanentemente.  Como en el caso de la 

nacionalidad, el examen de los informes de los Estados Partes demuestra que a una mujer no 

siempre se le permitirá escoger su propio domicilio conforme a la ley.  Una mujer adulta debería 

poder cambiar a voluntad de domicilio, al igual que de nacionalidad, independientemente de su 

estado civil.  Toda restricción de su derecho a escoger su domicilio en las mismas condiciones 

que el hombre puede limitar sus posibilidades de recurrir a los tribunales en el país en que vive o 

impedir que entre a un país o salga libremente de él por cuenta propia. 

10. A las mujeres migrantes que viven y trabajan temporalmente en otro país deberían 

otorgárseles los mismos derechos que a los hombres de reunirse con sus cónyuges, compañeros 

o hijos. 

Artículo 16 

1. Los Estados Partes adoptarán todas las medidas adecuadas para eliminar la 

discriminación contra la mujer en todos los asuntos relacionados con el matrimonio y las 

relaciones familiares y, en particular, asegurarán, en condiciones de igualdad con el 

hombre: 

a) El derecho para contraer matrimonio; 

b) El derecho para elegir libremente cónyuge y contraer matrimonio sólo por su libre 

albedrío y con su pleno consentimiento; 

c) Los derechos y responsabilidades durante el matrimonio y al disolverse éste; 

d) Los derechos y responsabilidades como progenitores, cualquiera que sea su estado 

civil, en materias relacionadas con sus hijos; en todos los casos, los intereses de los hijos 

serán la consideración primordial; 

e) Los derechos a decidir libre y responsablemente el número de sus hijos y el 

intervalo entre los nacimientos y a recibir información, una educación y los medios que les 

permitan ejercer estos derechos; 

f) Los derechos y responsabilidades respecto de la tutela, curatela, custodia y 

adopción de hijos, o instituciones análogas cuando quiera que estos conceptos existan en la 

legislación nacional; en todos los casos, los intereses de los hijos serán la consideración 

primordial; 

g) Los derechos personales como marido y mujer, entre ellos el derecho a elegir 

apellido, profesión y ocupación; 



h) Los derechos en el matrimonio en materia de bienes, adquisición, gestión, 

administración, goce y disposición de los bienes, tanto a título gratuito como oneroso. 

2. No tendrán ningún efecto jurídico los esponsales o el matrimonio de niños y se 

adoptarán todas las medidas necesarias, de carácter legislativo inclusive, para fijar una 

edad mínima para el matrimonio y para hacer obligatoria su inscripción oficial. 

Comentario 

Vida pública y privada 

11. Históricamente, la actividad humana en las esferas pública y privada se ha considerado 

de manera diferente y se ha reglamentado en consecuencia.  En todas las sociedades, por mucho 

tiempo se han considerado inferiores las actividades de las mujeres que, tradicionalmente, han 

desempeñado su papel en la esfera privada o doméstica. 

12. Puesto que dichas actividades tienen un valor inestimable para la supervivencia de la 

sociedad, no puede haber justificación para aplicarles leyes o costumbres diferentes y 

discriminatorias.  Los informes de los Estados Partes ponen de manifiesto que existen todavía 

países en los que no hay igualdad de jure.  Con ello se impide que la mujer goce de igualdad en 

materia de recursos y en la familia y la sociedad.  Incluso cuando existe la igualdad de jure, en 

todas las sociedades se asignan a la mujer funciones diferentes, que se consideran inferiores.  

De esta forma, se conculcan los principios de justicia e igualdad que figuran en particular en el 

artículo 16 y en los artículos 2, 5 y 24 de la Convención.  

Diversas formas de familia 

13. La forma y el concepto de familia varían de un Estado a otro y hasta de una región a otra 

en un mismo Estado.  Cualquiera que sea la forma que adopte y cualesquiera que sean el 

ordenamiento jurídico, la religión, las costumbres o la tradición en el país, el tratamiento de la 

mujer en la familia tanto ante la ley como en privado debe conformarse con los principios de 

igualdad y justicia para todas las personas, como lo exige el artículo 2 de la Convención. 

Poligamia 

14. En los informes de los Estados Partes también se pone de manifiesto que la poligamia se 

practica en varios países.  La poligamia infringe el derecho de la mujer a la igualdad con el 

hombre y puede tener consecuencias emocionales y económicas, tan graves para ella, al igual 

que para sus familiares a cargo, que debe desalentarse y prohibirse.  El Comité observa con 

preocupación que algunos Estados Partes, en cuyas constituciones se garantiza la igualdad de 

derechos, permiten la poligamia de conformidad con el derecho de la persona o el derecho 

consuetudinario, lo que infringe los derechos constitucionales de la mujer y viola las 

disposiciones del apartado a) del artículo 5 de la Convención. 

Apartados a) y b) del párrafo 1 del artículo 16 

15. Si bien la mayoría de los países informan de que las constituciones y leyes nacionales 

acatan la Convención, las costumbres, la tradición y la falta de cumplimiento de estas leyes en 

realidad contravienen la Convención. 



16. El derecho a elegir su cónyuge y la libertad de contraer matrimonio son esenciales en la 

vida de la mujer y para su dignidad e igualdad como ser humano.  De un examen de los informes 

de los Estados Partes se desprende que hay países que permiten que las mujeres contraigan 

matrimonios obligados en primeras o segundas nupcias, sobre la base de la costumbre, las 

creencias religiosas o el origen étnico de determinados grupos.  En otros países, se permite 

decidir el matrimonio de la mujer a cambio de pagos o de ventajas y, en otros, la pobreza obliga 

a algunas mujeres a casarse con extranjeros para tener seguridad económica.  A reserva de 

ciertas restricciones razonables basadas, por ejemplo, en la corta edad de la mujer o en la 

consanguinidad con su cónyuge, se debe proteger y hacer cumplir conforme a la ley su derecho a 

decidir si se casa, cuándo y con quién. 

Apartado c) del párrafo 1 del artículo 16 

17. Un examen de los informes de los Estados Partes revela que el ordenamiento jurídico de 

muchos países dispone los derechos y las obligaciones de los cónyuges sobre la base de los 

principios del common law, del derecho religioso o del derecho consuetudinario, en lugar de los 

principios contenidos en la Convención.  Esta diversidad en la normativa y la práctica relativas al 

matrimonio tiene consecuencias de gran amplitud para la mujer, que invariablemente limitan su 

derecho a la igualdad de situación y de obligaciones en el matrimonio.  Esa limitación suele ser 

causa de que se considere al esposo como cabeza de familia y como principal encargado de la 

adopción de decisiones y, por lo tanto, infringe las disposiciones de la Convención. 

18. Además, por lo general, no se concede protección legislativa alguna al amancebamiento.  

La ley debería proteger la igualdad de las mujeres amancebadas en la vida familiar y en la 

repartición de los ingresos y los bienes.  Deberían gozar de igualdad de derechos y obligaciones 

con los hombres en el cuidado y la crianza de los hijos o familiares a cargo. 

Apartados d) y f) del párrafo 1 del artículo 16 

19. Según se dispone en el apartado b) del artículo 5, la mayoría de los países reconocen que 

los progenitores comparten sus obligaciones respecto del cuidado, la protección y el 

mantenimiento de los hijos.  El principio de que "los intereses de los hijos serán la consideración 

primordial" se ha incluido en la Convención sobre los Derechos del Niño (resolución 44/25 de la 

Asamblea General, anexo) y parece tener aceptación universal.  En la práctica, sin embargo, 

algunos países no respetan el principio de igualdad de los padres de familia, especialmente 

cuando no están casados.  Sus hijos no siempre gozan de la misma condición jurídica que los 

nacidos dentro del matrimonio y, cuando las madres están divorciadas o viven separadas, muchas 

veces los padres no comparten las obligaciones del cuidado, la protección y el mantenimiento de 

sus hijos. 

20. Los derechos y las obligaciones compartidos enunciados en la Convención deben poder 

imponerse conforme a la ley y, cuando proceda, mediante las instituciones de la tutela, la 

curatela, la custodia y la adopción.  Los Estados Partes deberían velar por que conforme a sus 

leyes, ambos padres, sin tener en cuenta su estado civil o si viven con sus hijos, compartan los 

derechos y las obligaciones con respecto a ellos en pie de igualdad. 



Apartado e) del párrafo 1 del artículo 16 

21. Las obligaciones de la mujer de tener hijos y criarlos afectan a su derecho a la educación, 

al empleo y a otras actividades referentes a su desarrollo personal, además de imponerle una 

carga de trabajo injusta.  El número y espaciamiento de los hijos repercuten de forma análoga en 

su vida y también afectan su salud física y mental, así como la de sus hijos.  Por estas razones, la 

mujer tiene derecho a decidir el número y el espaciamiento de los hijos que tiene. 

22. En algunos informes se revelan prácticas coercitivas que tienen graves consecuencias 

para la mujer, como el embarazo, el aborto o la esterilización forzados.  La decisión de tener 

hijos, si bien de preferencia debe adoptarse en consulta con el cónyuge o el compañero, no debe, 

sin embargo, estar limitada por el cónyuge, el padre, el compañero o el gobierno.  A fin de 

adoptar una decisión con conocimiento de causa respecto de medidas anticonceptivas seguras y 

fiables, las mujeres deben tener información acerca de las medidas anticonceptivas y su uso, así 

como garantías de recibir educación sexual y servicios de planificación de la familia, según 

dispone el apartado h) del artículo 10 de la Convención. 

23. Hay amplio acuerdo en que cuando se dispone libremente de medidas apropiadas para la 

regulación voluntaria de la fecundidad, mejoran la salud, el desarrollo y el bienestar de todas las 

personas de la familia.  Además, estos servicios mejoran la calidad general de la vida y la salud 

de la población, y la regulación voluntaria del crecimiento demográfico ayuda a conservar el 

medio ambiente y a alcanzar un desarrollo económico y social duradero. 

Apartado g) del párrafo 1 del artículo 16 

24. Los principios de equidad, justicia y plena realización de todos son la base de una familia 

estable.  Por consiguiente, marido y mujer deben tener el derecho de elegir su profesión u 

ocupación con arreglo a su propia capacidad, aptitudes o aspiraciones, según disponen los 

apartados a) y c) del artículo 11 de la Convención.  Además, cada uno debe tener el derecho a 

escoger su nombre para conservar su individualidad e identidad dentro de la comunidad y poder 

distinguirlo de los demás miembros de la sociedad.  Cuando la ley o las costumbres obligan a 

una mujer a cambiar de nombre con ocasión del matrimonio o de la disolución de éste, se le 

deniega este derecho. 

Apartado h) del párrafo 1 del artículo 16 

25. Los derechos enunciados en este artículo coinciden con los enunciados en el párrafo 2 del 

artículo 15, que impone a los Estados la obligación de reconocer a la mujer iguales derechos para 

concertar contratos y administrar bienes, y los completan. 

26. El párrafo 1 del artículo 15 garantiza la igualdad ante la ley de hombres y mujeres.  

El derecho de la mujer a la propiedad, la administración y la disposición de los bienes es 

fundamental para que pueda tener independencia económica y en muchos países será de crítica 

importancia para que pueda ganarse la vida y tener una vivienda y alimentación adecuadas para 

ella y para su familia. 

27. En los países que están ejecutando un programa de reforma agraria o de redistribución de 

la tierra entre grupos de diferente origen étnico, debe respetarse cuidadosamente el derecho de la 



mujer, sin tener en cuenta su estado civil, a poseer una parte igual que la del hombre de la tierra 

redistribuida. 

28. En la mayoría de los países, hay una proporción significativa de mujeres solteras o 

divorciadas que pueden tener la obligación exclusiva de sostener a una familia.  Evidentemente, 

es poco realista toda discriminación en la repartición de la tierra basada en la premisa de que 

solamente el hombre tiene la obligación de sostener a las mujeres y a los niños de su familia y de 

que va a hacer honor a esta obligación.  En consecuencia, toda ley o costumbre que conceda al 

hombre el derecho a una mayor parte del patrimonio al extinguirse el matrimonio o el 

amancebamiento o al fallecer un pariente es discriminatoria y tendrá graves repercusiones en la 

capacidad práctica de la mujer para divorciarse, para mantenerse, para sostener a su familia o 

para vivir dignamente como persona independiente. 

29. Todos estos derechos deberían garantizarse sin tener en cuenta el estado civil de la mujer. 

Bienes en el matrimonio 

30. Hay países que no reconocen a la mujer el derecho a la misma parte de los bienes que el 

marido durante el matrimonio o el amancebamiento, ni cuando terminan.  Muchos reconocen 

este derecho, pero es posible que precedentes legales o las costumbres coarten su capacidad 

práctica para ejercerlo. 

31. Aunque la ley confiera a la mujer este derecho y aunque los tribunales lo apliquen, el 

hombre puede administrar los bienes de propiedad de la mujer durante el matrimonio o en el 

momento del divorcio.  En muchos Estados, hasta los que reconocen la comunidad de bienes, no 

existe la obligación legal de consultar a la mujer cuando la propiedad que pertenezca a las dos 

partes en el matrimonio o el amancebamiento se venda o se enajene de otro modo.  Esto limita la 

capacidad de la mujer para controlar la enajenación de la propiedad o los ingresos procedentes de 

su venta. 

32. En algunos países, al dividirse la propiedad conyugal, se atribuye mayor importancia a 

las contribuciones económicas al patrimonio efectuadas durante el matrimonio que a otras 

aportaciones como la educación de los hijos, el cuidado de los parientes ancianos y las faenas 

domésticas.  Con frecuencia, estas otras contribuciones de la mujer hacen posible que el marido 

obtenga ingresos y aumente los haberes.  Debería darse la misma importancia a todas las 

contribuciones, económicas o no. 

33. En muchos países, los bienes acumulados durante el amancebamiento no reciben el 

mismo trato legal que los bienes adquiridos durante el matrimonio.  Invariablemente, cuando 

termina la relación, la mujer recibe una parte considerablemente menor que el hombre.  Las leyes 

y las costumbres sobre la propiedad que discriminan de esta forma a las mujeres casadas o 

solteras, con o sin hijos, deben revocarse y desalentarse. 

Sucesiones 

34. Los informes de los Estados Partes deberían incluir comentarios sobre las disposiciones 

legales o consuetudinarias relativas a los derechos sucesorios que afectan la situación de la 

mujer, como se dispone en la Convención y en la resolución 884 D (XXXIV) del Consejo 



Económico y Social, en la que se recomendaba a los Estados que adoptasen las medidas 

necesarias para garantizar la igualdad de derechos sucesorios de hombres y mujeres, disponiendo 

que unos y otros, dentro del mismo grado de parentesco con el causante, tengan la misma parte 

en la herencia y el mismo rango en el orden de sucesión.  Esta disposición generalmente no se ha 

aplicado. 

35. Hay muchos países en los que la legislación y la práctica en materia de sucesiones y 

bienes redundan en graves discriminaciones contra la mujer.  Esta desigualdad de trato puede 

hacer que las mujeres reciban una parte más pequeña del patrimonio del marido o del padre, en 

caso de fallecimiento de éstos, que los viudos y los hijos.  En algunos casos, no se reconoce a la 

mujer más que un derecho limitado y controlado a recibir determinados ingresos con cargo al 

patrimonio del difunto.  Con frecuencia, los derechos de sucesión de la viuda no reflejan el 

principio de la igualdad en la propiedad de los bienes adquiridos durante el matrimonio.  Dichas 

disposiciones violan la Convención y deberían abolirse. 

Párrafo 2 del artículo 16 

36. En la Declaración y Programa de Acción de Viena aprobados en la Conferencia Mundial 

de Derechos Humanos, celebrada en Viena del 14 al 25 de junio de 1993, se instó a los Estados a 

que derogaran leyes y reglamentos en vigor y a que eliminaran las costumbres y prácticas que 

fueran discriminatorias y perjudiciales para las niñas.  El párrafo 2 del artículo 16 y las 

disposiciones de la Convención sobre los Derechos del Niño impiden que los Estados Partes 

permitan o reconozcan el matrimonio entre personas que no hayan alcanzado la mayoría de edad.  

En el contexto de la Convención sobre los Derechos del Niño, "se entiende por niño todo ser 

humano menor de 18 años de edad, salvo que en virtud de la ley que le sea aplicable haya 

alcanzado antes la mayoría de edad".  A pesar de esta definición y teniendo presentes las 

disposiciones de la Declaración de Viena, el Comité considera que la edad mínima para contraer 

matrimonio debe ser de 18 años tanto para el hombre como para la mujer.  Al casarse, ambos 

asumen importantes obligaciones.  En consecuencia, no debería permitirse el matrimonio antes 

de que hayan alcanzado la madurez y la capacidad de obrar plenas.  Según la Organización 

Mundial de la Salud, cuando los menores de edad, especialmente las niñas se casan y tienen 

hijos, su salud puede verse afectada desfavorablemente y se entorpece su educación.  Como 

resultado, se restringe su autonomía económica. 

37. Esto no sólo afecta a la mujer personalmente, sino también limita el desarrollo de sus 

aptitudes e independencia y reduce las oportunidades de empleo, con lo que perjudica a su 

familia y su comunidad. 

38. En algunos países se fijan diferentes edades para el matrimonio para el hombre y para la 

mujer.  Puesto que dichas disposiciones suponen incorrectamente que la mujer tiene un ritmo de 

desarrollo intelectual diferente al del hombre, o que su etapa de desarrollo físico e intelectual al 

contraer matrimonio carece de importancia, deberían abolirse.  En otros países, se permiten los 

esponsales de niñas o los compromisos contraídos en su nombre por familiares.  Estas medidas 

no sólo contravienen la Convención, sino también infringen el derecho de la mujer a elegir 

libremente cónyuge. 

39. Los Estados Partes deben también exigir la inscripción de todos los matrimonios, tanto 

los civiles como los contraídos de conformidad con costumbres o leyes religiosas.  De esa forma, 



el Estado podrá asegurar la observancia de la Convención e instituir la igualdad entre los 

cónyuges, la edad mínima para el matrimonio, la prohibición de la bigamia o la poligamia y la 

protección de los derechos de los hijos. 

Recomendaciones 

La violencia contra la mujer 

40. Al examinar el lugar de la mujer en la vida familiar, el Comité desea subrayar que las 

disposiciones de la Recomendación general Nº 19 (11º período de sesiones), relativa a la 

violencia contra la mujer, son de gran importancia para que la mujer pueda disfrutar de sus 

derechos y libertades en condiciones de igualdad.  Se insta a los Estados Partes a aplicar esta 

Recomendación general a fin de que, en la vida pública y la vida familiar, las mujeres no sean 

objeto de violencia por razón de su sexo, lo que las priva de manera grave de sus derechos y 

libertades individuales. 

Reservas 

41. El Comité ha observado con alarma el número de Estados Partes que han formulado 

reservas respecto del artículo 16 en su totalidad o en parte, especialmente cuando también han 

formulado una reserva respecto del artículo 2, aduciendo que la observancia de este artículo 

puede estar en contradicción con una visión comúnmente percibida de la familia basada, entre 

otras cosas, en creencias culturales o religiosas o en las instituciones económicas o políticas 

del país. 

42. Muchos de estos países mantienen una creencia en la estructura patriarcal de la familia, 

que sitúa al padre, al esposo o al hijo varón en situación favorable.  En algunos países en que las 

creencias fundamentalistas u otras creencias extremistas o bien la penuria económica han 

estimulado un retorno a los valores y las tradiciones antiguas, el lugar de la mujer en la familia 

ha empeorado notablemente.  En otros, en que se ha reconocido que una sociedad moderna 

depende para su adelanto económico y para el bien general de la comunidad de hacer participar 

en igualdad de condiciones a todos los adultos, independientemente de su sexo, estos tabúes e 

ideas reaccionarias o extremistas se han venido desalentando progresivamente. 

43. De conformidad con los artículos 2, 3 y 24 en particular, el Comité solicita que todos los 

Estados Partes avancen paulatinamente hacia una etapa en que, mediante su decidida oposición a 

las nociones de la desigualdad de la mujer en el hogar, cada país retire sus reservas, en particular 

a los artículos 9, 15 y 16 de la Convención. 

44. Los Estados Partes deben desalentar decididamente toda noción de desigualdad entre la 

mujer y el hombre que sea afirmada por las leyes, por el derecho religioso o privado o por las 

costumbres y avanzar hacia una etapa en que se retiren las reservas, en particular al artículo 16. 

45. El Comité observó, sobre la base de su examen de los informes iniciales y los informes 

periódicos, que en algunos Estados Partes en la Convención que habían ratificado o accedido a 

ella sin reservas, algunas leyes, especialmente las que se refieren a la familia, en realidad no se 

ajustan a las disposiciones de la Convención. 



46. Las leyes de esos Estados todavía contienen muchas medidas basadas en normas, 

costumbres y prejuicios sociales y culturales que discriminan a la mujer.  A causa de esta 

situación particular en relación con los artículos mencionados, el Comité tropieza con 

dificultades para evaluar y entender la condición de la mujer en esos Estados. 

47. El Comité, especialmente sobre la base de los artículos 1 y 2 de la Convención, solicita 

que esos Estados Partes desplieguen los esfuerzos necesarios para examinar la situación de hecho 

relativa a tales cuestiones y hacer las modificaciones necesarias en aquellas de sus leyes que 

todavía contengan disposiciones discriminatorias contra la mujer. 

Informes 

48. Con la asistencia de los comentarios que figuran en la presente Recomendación general, 

en sus informes los Estados Partes deben: 

a) Indicar la etapa que se ha alcanzado para eliminar todas las reservas a la Convención, 

en particular las reservas al artículo 16; 

b) Indicar si sus leyes cumplen los principios de los artículos 9, 15 y 16 y, si por razón 

del derecho religioso o privado o de costumbres, se entorpece la observancia de la 

ley o de la Convención. 

Legislación 

49. Cuando lo exija el cumplimiento de la Convención, en particular los artículos 9, 15 y 16, 

los Estados Partes deberán legislar y hacer cumplir esas leyes. 

Estímulo a la observancia de la Convención 

50. Con la asistencia de los comentarios que figuran en la presente Recomendación general, 

y según lo dispuesto en los artículos 2, 3 y 24, los Estados Partes deberían introducir medidas 

destinadas a alentar la plena observancia de los principios de la Convención, especialmente 

cuando el derecho religioso o privado o las costumbres choquen con ellos. 

    


